
A partir de la presidencia de Alan García, pero sobre todo 
desde la de Alberto Fujimori y su lucha contra Sendero 
Luminoso, Perú sumó casi 70 mil muertos y desapare-
cidos, además de quienes fueron sometidos a torturas, 
violaciones o desplazamiento forzado por el conflicto 
interno. A pesar de que el segundo de esos mandata-
rios cumple una condena de 25 años por violaciones 
a los derechos humanos, la mayoría de los crímenes 
estatales siguen en la impunidad. Organizaciones no 
gubernamentales acusan falta de voluntad política del 
gobierno para resolver el problema.

L
IMA.- La noche del 17 de julio de 
1992, durante el gobierno de Al-
berto Fujimori (1990-2000) en 
Perú, el paramilitar Grupo Co-
lina, formado por soldados del 
Servicio de Inteligencia del Ejér-

cito (SIE), irrumpió en la residencia estu-
diantil de la Universidad La Cantuta y se-
cuestró a nueve estudiantes y un profesor. 
Los creía relacionados con un coche bom-
ba que Sendero Luminoso (SL) había deto-
nado un día antes, con saldo de 22 muer-
tos en la capital del país. 

Un año después, gracias una revelación 
periodística, fueron descubiertas cuatro fo-
sas clandestinas en una quebrada al este 
de la ciudad con los 10 cuerpos quemados. 
Cinco fueron desenterrados e identificados.

Por este caso fueron condenados en 
2008 cinco militares. En 2009 la matanza 
de La Cantuta fue una más de las acusa-
ciones contra Fujimori, quien fue conde-
nado a 25 años de cárcel.

Esta sentencia fue considerada un hi-
to de la justicia internacional, en particular 
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en Latinoamérica, donde por primera vez 
un expresidente electo democráticamente 
era juzgado y condenado. Los familiares de 
las miles de víctimas de la represión esta-
tal de los ochenta y noventa en Perú creye-
ron que se ponía fin a la impunidad. Tras 
años de sufrir agravios e indiferencia, lle-
gaba la hora de la justicia y la reparación 
social y moral.

No obstante, un lustro después vuelve 
a reinar el escepticismo.

Cuando en julio pasado, con motivo del 
aniversario de la matanza de La Cantuta, 
las familias de los asesinados fueron a po-
ner flores en el lugar donde todavía están 
enterrados los restos de cinco de ellos, en-
contraron que el lugar había sido alterado 
y una empresa constructora usó el terreno 
como cantera de arena para una obra cer-
cana, sin tener siquiera permiso para ello.

“No solamente ha enterrado parte del 
camino que nos conducía a estos sitios, 
sino que casi todo el cerro ha desapare-
cido”, denuncia Gisela Ortiz, hermana de 
Luis Enrique, uno de los estudiantes ase-
sinados hace 22 años.

Ortiz acusa al fiscal –nombrado el año 
pasado para recuperar definitivamente los 
restos que quedaban en el lugar– de no ha-
ber hecho ninguna diligencia en todo es-
te tiempo y haber permitido que las fosas 
fueran dañadas, tal vez irremediablemen-
te. “La preocupación que tenemos es que si 
con esa tierra que han negociado, también 
se han ido los restos de nuestros familia-
res”, explica.

Esta negligencia es sintomática de la 
falta de interés de las autoridades perua-
nas por resarcir a las víctimas del conflic-
to interno.

La falta de voluntad política se mani-
fiesta en varios factores, desde las ridículas 
indemnizaciones a las familias afectadas o 
la inexistente reparación histórica, hasta 
la búsqueda de los miles de desaparecidos 
y los juicios contra los responsables de los 
crímenes de lesa humanidad.

Justicia inmóvil

La violencia política que sufrió Perú duran-
te el conflicto armado con SL y el régimen 
de Fujimori tuvo un costo de casi 70 mil vi-
das humanas –muertos y desaparecidos– 
además de quienes fueron sometidos a 
torturas, violaciones o desplazamiento for-
zado, entre otros crímenes, según el infor-
me que elaboró hace 11 años la Comisión 
de la Verdad y la Reconciliación (CVR) crea-
da para investigar lo sucedido durante las 
dos últimas décadas del siglo XX. 

Según ese informe, SL fue responsable 
de 54% de las víctimas fatales; el Ejército, 
de 37%. El resto es atribuible a otros grupos, 
como el guerrillero Movimiento Revolucio-
nario Túpac Amaru o los Comités de Auto-
defensa armados por el gobierno.

Una de las familias que sigue esperan-
do justicia es la de la periodista Melissa 
Alfaro, quien tenía 23 años, el 10 de octu-
bre de 1991, cuando abrió una carta-bom-
ba que agentes del Estado enviaron a la re-
vista donde trabajaba, Cambio. Este medio 
era uno de los más críticos del gobierno 
de Fujimori y fue cerrado por los milita-
res cuando éste dio un golpe de Estado en 
abril de 1992.

La madre de Melissa, Norma Méndez, 
acusa al Poder Judicial de ser “lento e impa-
sible”. Tuvo que volver a poner la denuncia 
en 2004 porque durante el golpe de Esta-
do muchos documentos judiciales fueron 
quemados y el expediente de su caso desa-
pareció. “Han transcurrido más de 10 años 
desde que fue presentada la denuncia y no 
encontramos justicia”, se lamenta.

El acusado por ese asesinato, el capi-
tán del SIE Víctor Penas, fue capturado en 
2010 tras varios años prófugo. Se le consi-
dera autor material de éste y otros atenta-
dos con cartas-bomba con los que el régi-
men trató de acallar a los medios críticos. 
Sin embargo, en marzo de 2013 fue pues-
to de nuevo en libertad al haber cumplido 
el tiempo máximo de prisión provisional.

“Este año se cumplen 23 desde el ase-
sinato de mi hija y todavía quiero saber el 
nombre de todos y cada uno de los invo-
lucrados y saber por qué sucedió. Es una 
pregunta que me hago día a día”, dice 
Méndez.

Gloria Cano, abogada y activista de la 
Asociación Pro Derechos Humanos, ha 
llevado muchos casos en Ayacucho, re-
gión a la cual pertenece 40% de las víc-
timas mortales del conflicto. Denuncia 
que, en esta demarcación, “cada denun-
cia archivada era un punto adicional a fa-
vor del fiscal”.

“El fiscal que más casos archivó, reci-
bió al final del año un bono económico por 

Desde entonces no han dejado de su-
marse a la lista nuevas denuncias y las or-
ganizaciones de derechos humanos ase-
guran que hay casos que todavía no han 
salido a la luz, pues mucha gente no se 
atreve a hablar, especialmente en zonas 
rurales habitadas por indígenas, quienes 
más sufrieron.

El Estado peruano creó una instancia, 
una Sala Penal Especial, para juzgar estos 
delitos. No obstante, explica Rocío Silva, 
secretaria ejecutiva de la Coordinadora 
Nacional de Derechos Humanos (una coa-
lición que reúne a 83 ONG de todo Perú), 
“ahora también se ocupa de los casos de 
corrupción, los casos de narcotráfico, los 
conflictos sociales… Se desvirtuó el siste-
ma supranacional de derechos humanos”.

Esto, sumado a la falta de recursos 
destinados por el Estado a las investiga-
ciones fiscales, ha hecho que los procesos 
avancen muy lentamente y muchos ni si-
quiera lleguen a juicio.

Silva sostiene que han visto “morir a 
muchas madres sin que pudieran recibir 
la reparación que merecían”. Y advierte 
que muchas más pueden seguir el mismo 
camino, pues “hay personas que tienen 70 
años, pero hay otras que tienen 95”.

Hay mujeres, añade, “violadas en 1981, 
y han pasado 33 años y todavía no hay una 
sola sentencia en el Poder Judicial perua-
no que responsabilice” a los victimarios.

“El problema”, indica María Rodríguez, 
de la ONG Taller de Estudios para la Me-
moria, “es que pensábamos que con el 
juicio a Fujimori se estaba abriendo una 
puerta para que hubiera todo un siste-
ma especializado que empezara a resol-
ver estos casos de derechos humanos. Pe-
ro al parecer ha sido todo lo contrario: Con 
Fujimori se cerró esa puerta. Ya tienen al 
culpable y del resto de casos nos tenemos 
que olvidar”.
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su gran labor. La producción no es por caso 
solucionado, no es por investigación exito-
sa, sino por resoluciones dadas”, indica.

Todo esto ha provocado que el número 
de condenas sea ínfimo en relación con la 
cantidad de casos de violaciones a los de-
rechos humanos.

Jo Marie Burt, representante de la Ofici-
na de Washington para Latinoamérica (WO-
LA), ha recopilando la información sobre es-
tos juicios desde que comenzaron tras el 
informe de la CVR. Asegura que de las cerca 
de 3 mil denuncias presentadas, casi la mi-
tad (unas mil 400) ha sido archivada y que 
hasta enero del año pasado había habido 
sólo 60 sentencias. Éstas, además, han de-
cretado la absolución de 137 de los acusa-
dos, frente a sólo 67 condenas.

Después de los primeros años, en los 
que pese a la lentitud de los procesos hubo 
algunas condenas en casos emblemáticos, 
“ha habido un giro en los últimos cuatro 
años más o menos, en donde las senten-
cias comienzan a ser muy problemáticas. 
Comienzan a darse absoluciones y ahora 
es mucho más común la absolución que la 
condena”, alerta Burt.

“Para mí, como familiar, es un logro ha-
ber traído a Fujimori extraditado (desde 
Chile en 2007), llevado a juicio y sentencia-
do, pero eso de alguna manera ha perjudi-
cado la mirada y la presión internacionales 
respecto al tema de la justicia en Perú”, la-
menta Gisela Ortiz.

“Para muchos sectores que financian 
los temas de acompañamiento legal a las 
víctimas y observadores del tema de la jus-
ticia, Perú es la maravilla porque es el úni-
co país en América Latina en el que hay 
un expresidente sentenciado por violacio-
nes a los derechos humanos. Pero esa es 
la pantalla, porque detrás de todo eso hay 
una impunidad increíble”, añade.

Búsquedas infructuosas

Entre las miles de víctimas se calcula que 
hay unos 12 mil desaparecidos, aunque 
los registros todavía no se han sistemati-
zado y no hay una cifra oficial actualizada. 
Desde hace años, familiares y activistas 
piden infructuosamente que se aplique 
un Plan Nacional de Búsqueda para averi-
guar el paradero de esas víctimas.

Desde el año pasado las asociaciones 
de afectados trabajaron con el Ministe-
rio de Justicia en una propuesta de ley. “La 
terminamos en febrero de este año con el 
compromiso de que para marzo salía un 
decreto supremo con esa ley, pero hasta 
ahora no ha pasado nada”, acusa Ortiz.

Cromwell Castillo todavía quiere saber 
qué fue del cadáver de su hijo, Ernesto Cas-
tillo, estudiante de sociología detenido en 
1990 cuando hacía encuestas para un tra-
bajo de su carrera en un barrio marginal de 
Lima y de quien no se volvió a saber nada.

En 2006 este caso sentó un preceden-
te al ser el primero en el cual se dictó una 
sentencia condenatoria. Tres policías ra-
sos fueron castigados con 15 años de pri-
sión y el comandante al mando de esa ac-
ción a 16. Sin embargo, en 2012 la justicia 
concedió la libertad vigilada a los tres uni-
formados. Uno de los requisitos para ob-
tener este beneficio era que tenían que 
mostrar su arrepentimiento por el cri-
men. Pero “no han dicho qué hicieron con 
mi hijo y aun así los han liberado”, repro-
cha Castillo.

Otros de los pocos condenados han co-
menzado a pedir esta medida de libertad vi-
gilada. Pero lo que es más grave, alerta Burt, 
es que en lo que va de este año “la Corte Su-
prema ha anulado dos sentencias condena-
torias y ha liberado a los imputados”.

“El proceso de judicialización ha avan-
zado con logros pequeños pero simbólica-
mente muy importantes, lo cual ha gene-
rado una suerte de reacción de un sector 
de las fuerzas armadas, que se ve involu-
crado directamente en esos casos, y de 
sectores políticos y conservadores”, admi-
te la activista de WOLA.

En el segundo gobierno de Alan Gar-
cía (2006-2011), bajo cuyo primer manda-
to (entre 1985 y 1990) se produ-
jeron graves violaciones a los 
derechos humanos, hubo “una 
serie de pronunciamientos 
desde el poder alegando que 
había una persecución penal 
a las fuerzas armadas librada 
por los organismos de dere-
chos humanos. Incluso acusa-
ban a los abogados de esos ca-
sos de ser prototerroristas”.

Tras la llegada al poder en 
2011 de Ollanta Humala, ex-
militar con un discurso de iz-
quierda, ese tipo de ataques 
directos a los procesos de jus-
ticia y a las ONG se ha calma-
do, agrega Burt. “Pero lo que 
hay es un proceso calladito 
donde hay mucha presión pa-
ra archivar casos, para absol-
ver a los imputados y minimi-
zar esos procesos”.

El propio Humala fue acu-
sado en 2006 por dos víctimas, 
durante su primera campaña 
por la Presidencia, de estar im-
plicado en torturas y asesina-
tos cuando era capitán en una 
base militar del norte del país 
en 1992. Sin embargo, estas dos 
personas se retractaron sin que 
se llegaran a saber los verdade-
ros motivos.

La última afrenta que han 
sufrido las víctimas fue el 
nombramiento en junio pasa-
do de Daniel Urresti como mi-

nistro de Interior. El nuevo responsable de 
la policía nacional es un militar que está 
siendo investigado por su presunta parti-
cipación en el asesinato del periodista Hu-
go Bustíos en 1988 en Ayacucho. Dos mili-
tares ya fueron condenados en 2007 por 
ese crimen, aunque la sentencia estable-
cía que se debía seguir indagando porque 
había más culpables.

Dos antiguos militares, incluido uno 
de los dos ya condenados, han apuntado 
a Urresti como responsable del comando 
que mató a Bustíos, pero el caso está aho-
ra atascado en el Ministerio Público, en es-
pera de que el fiscal encargado presente la 
acusación formal, algo que en teoría debe-
ría haberse producido el mes pasado.

Ortiz considera este hecho como una 
prueba de que al actual gobierno “no le im-
portan los derechos humanos”. Recuer-
da que el presidente prometió durante su 
campaña acabar con la impunidad para es-
tos casos y reparar a todas las víctimas. Sin 
embargo, “por un lado no hay justicia, por 
otro lado no se cuidan los sitios de entierro, 
nadie va a buscar a los desaparecidos, no 
se repara económicamente de manera dig-
na a las víctimas… no ha cumplido con na-
da”, le reprocha. 
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